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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia la impugnación interpuesta por la entidad accionada (Instituto del Seguro Social) contra el fallo de tutela proferido el cinco (5) de octubre de dos mil cinco (2005) por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por medio de apoderado, por el señor ALONSO LÓPEZ GÓMEZ.

2.- DEMANDA 

El abogado designado por el señor LÓPEZ GÓMEZ para impetrar la acción, en extenso escrito puso en conocimiento del Juez Constitucional que su poderdante desde agosto del año 2002 era pensionado y desde mucho tiempo atrás se encontraba afiliado a la E.P.S. del Seguro Social en calidad de cotizante. Padece de una patología coronaria grave y se le diagnosticó también una insuficiencia renal crónica agudizada, según el certificado médico pertinente, por lo que hubo de practicársele cirugía de corazón abierto para colocarle un bypass.
Que se le había ordenado el procedimiento de ANGIOPLASTIA E IMPLANTE DE STENT EN CIRCUNFLEJA, el cual no se había practicado y por tanto, se puso su salud en grave riesgo, al existir la posibilidad de un rápido deterioro de su integridad física. Frente a ello, se había elevado derecho de petición directamente a la E.S.P y a la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino, donde se consignó que durante más de tres meses se le negaron los medicamentos y la remisión al médico internista, sin que se produjera una adecuada respuesta, más bien la sugerencia de recurrir directamente a la acción de tutela.

Considera como violados los derechos a la vida digna, salud y seguridad social, razón por la cual solicita que se ordene la remisión al médico internista para valoración, la práctica de los exámenes ordenados por el médico, así como de una ecografía renal bilateral, la entrega de medicamentos que relaciona y la realización de los procedimientos médicos que se le ordenaron.

3.- FALLO 

La señora Juez Primera Penal del Circuito, en su rol de Juez Constitucional, luego de recibir y estudiar las respuestas suministradas por las entidades vinculadas a la acción, estimó que el derecho a la salud era de naturaleza fundamental por su conexidad con la vida, tal como lo ha expuesto la jurisprudencia constitucional y por tanto, susceptible de ser protegido mediante acción de tutela.

Con ese panorama en mente, abordó el estudio del caso concreto y tuvo en cuenta que la situación médico fáctica del accionante estaba probada en el expediente, razón por la cual se hacía imperativo eliminar los factores que vulneraban los derechos fundamentales de una persona de la tercera edad, los cuales prevalecen sobre los de los demás. Acto seguido, verificó el cumplimiento de orientaciones jurisprudenciales que justificaban la orden de un procedimiento no contemplado en el POS y concluyó que la falta del STENT ponía en riesgo la calidad de vida y la salud del actor, con la inevitable conclusión de ordenar su suministro e implantación mediante el procedimiento quirúrgico de rigor, dentro de un término no superior a los diez (10) días, así como el tratamiento integral que su condición de salud exigía.

4.- IMPUGNACIÓN

El argumento del señor Gerente de los Seguros Sociales Seccional Risaralda, está encaminado a mostrar los inconvenientes de tipo administrativo y presupuestal que tiene la entidad, para dar cumplimiento al fallo dentro del término estipulado, haciendo alusión a tener que recurrir a prestadores externos, dentro de un trámite dispendioso y de obligatorio cumplimiento al tenor de la normatividad aplicable para la contratación estatal, sin dejar de mencionar que “nadie está obligado a lo imposible”. Solicita por tanto una ampliación del plazo concedido en el fallo de tutela. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Para a solución del recurso instaurado, será necesario reiterar que nuestra jurisprudencia constitucional desde mucho tiempo atrás, dejó establecido dentro de un sistema axiomático, que de ninguna manera se podían interponer dificultades de orden presupuestal o administrativo, como excusa para dejar de prestar la atención debida cuando quiera que estuvieran en riesgo garantías de raigambre constitucional. Por tanto, la solicitud plasmada en el recurso, no puede ser de recibo para esta Sala, dado que cualquier día que transcurra sin que se suministre el tratamiento ordenado por los médicos que atienden al señor LÓPEZ GÓMEZ, es un nuevo riesgo para su vida, que no debe afrontar, ya que como quedó debidamente demostrado, está afiliado a esa E.P.S  y por tanto, tiene derecho a una oportuna y adecuada atención.

Pero además, resulta evidente que la razón de ser de la E. P. S. Estatal no es otra diferente a garantizar una conveniente atención a sus usuarios (afiliados y beneficiarios) para lo cual está obligada a tomar las medidas preventivas suficientes que le permitan sortear las contingencias de salud que día a día ellos presenten. Los problemas coronarios como los que aquejan al accionante, no son raros ni exóticos, son ni más ni menos que una dura realidad que se presenta con inusitada frecuencia, tal como se desprende  de las múltiples decisiones que a esta instancia arriban, relacionadas con problemas cardiovasculares y en particular con el suministro de STENTS.

Por manera que el procedimiento que se le ha ordenado al accionante, está dentro del giro normal de las acciones que en pro de la salud de sus afiliados debe acometer el Seguro Social y por consiguiente, se impone la confirmación de la providencia apelada, en los términos allí establecidos, porque dicho sea de paso, el paciente ha sido sometido a una larga espera que no ha debido soportar. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de impugnación, proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario de la Sala
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